
 

1 
Plaza de la Catedral, 5. 49001 ZAMORA. Tel.:980 55 98 00. tribunalcontratoscyl@cccyl.es  

 

RECURSO 37/2026 
RESOLUCIÓN 63/2026 
 
 
Resolución 63/2026, de 18 de marzo, del Tribunal Administrativo de 
Recursos Contractuales de Castilla y León, por la que se desestima el 
recurso especial en materia de contratación n.º 37/2026, 
interpuesto por Díaz y Compañía, S.A. frente a su exclusión de los 
lotes 1 a 9 en el procedimiento de contratación de las obras de 
colocación y reposición de señalización vertical en varias carreteras 
de titularidad autonómica, en las provincias de Ávila, Burgos, León, 
Palencia, Salamanca, Segovia, Soria, Valladolid y Zamora 
(expediente A2026/000033). 

 
 
I 

ANTECEDENTES 
 

Primero.- El 31 de octubre de 2025 se publica en la Plataforma de 
Contratación del Sector Público (PLACSP) el anuncio de licitación, el pliego de 
cláusulas administrativas particulares (PCAP), el pliego de prescripciones 
técnicas y demás documentación relativa al expediente de contratación de las 
obras de colocación y reposición de señalización vertical en varias carreteras 
de titularidad autonómica, en las provincias de Ávila, Burgos, León, Palencia, 
Salamanca, Segovia, Soria, Valladolid y Zamora. 
 

Segundo.- Por resolución de la mesa de contratación, de 29 de enero 
de 2026, se acuerda excluir a Díaz y Compañía, S.A. de los lotes 1 a 9 del 
contrato por no haber subsanado en el plazo concedido el contenido de la 
garantía provisional. 
 

Tercero.- El 10 de febrero de 2026 D. yyy, en representación de Díez 
y Compañía, S.A., interpone recurso especial en materia de contratación contra 
la referida resolución de exclusión. 
 

Cuarto.- Se han recibido en este Tribunal el expediente y el informe 
del órgano de contratación de 13 de febrero de 2026 en el que, por los 
argumentos que expone, solicita la desestimación del recurso.  
  

Quinto.- Conferido traslado del recurso a los demás licitadores, no 
consta la presentación de alegaciones. 
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Sexto.- Por Acuerdo 13/2026, de 9 de marzo, este Tribunal estima la 
solicitud de suspensión de la licitación del contrato requerida por el recurrente. 
 
 

II 
FUNDAMENTOS DE DERECHO 

 
1º.- La competencia para resolver el presente recurso corresponde al 

Tribunal Administrativo de Recursos Contractuales de Castilla y León, en virtud 
de lo dispuesto en los artículos 46.1 del de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, 
de Contratos del Sector Público (LCSP), y 59 de la Ley 1/2012, de 28 de febrero, 
de Medidas Tributarias, Administrativas y Financieras. 

 
2º.- Se acredita en el expediente la legitimación de la empresa para 

interponer el recurso especial y su representación, de conformidad con lo 
dispuesto en el artículo 48 de la LCSP.  
 

3º.- El recurso se ha interpuesto frente al acuerdo de exclusión en un 
contrato de obras cuyo valor estimado (4.085.809,63 euros) es superior a tres 
millones de euros, susceptible, por tanto, de recurso especial en materia de 
contratación, conforme a los artículos 44.1.a) y 2.b) de la LCSP, que consideran 
actos de trámite cualificados los actos de la mesa o del órgano de contratación 
por los que se acuerde la exclusión de ofertas. 

 
Hay que tener en cuenta que según doctrina reiterada de este Tribunal 

(entre otras, la reciente Resolución 183/2025 y las resoluciones 76/2022, de 2 
de junio, 124/2021, de 9 de septiembre, o 33/2018, de 4 de mayo) la LCSP 
permite dos posibilidades de impugnación de los actos de exclusión: 

 
- El recurso especial contra el acto de trámite cualificado, que 

podrá interponerse a partir del día siguiente a aquél en el que el interesado 
haya tenido conocimiento de la posible infracción (artículo 50.1.c de la LCSP).  

 
- El recurso especial contra el acto de adjudicación, que podrá 

interponerse en el plazo de quince días hábiles contados a partir del siguiente 
a aquél en el que se notifique la adjudicación (artículo 50.1.d de la LCSP).  

 
Estos dos posibles recursos no son acumulativos, sino que tienen 

carácter subsidiario, de manera que en el caso de que no se notifique 
debidamente al licitador su exclusión del procedimiento este podrá impugnarla 
mediante el recurso que interponga contra el acto de adjudicación.  
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En este supuesto, en el expediente remitido consta que la resolución por 
la que se excluye a la recurrente se notificó a través de la PLACSP el 29 de 
enero de 2026 (aceptada el 30 de enero de 2026) y que la recurrente interpuso 
recurso especial contra la misma el 10 de febrero de 2026. Por tanto, resulta 
acreditado que el recurso contra el acuerdo de exclusión se ha interpuesto en 
el plazo de quince días hábiles a contar desde la fecha de notificación. 
  

4º.- A la vista de la pretensión articulada, la solución del recurso exige 
determinar si la resolución impugnada se ajusta al régimen jurídico de la 
contratación del sector público contenido en la LCSP y normativa de desarrollo, 
y en especial, al PCSP y al pliego técnico que constituyen la ley del contrato, 
tal como viene afirmando reiteradamente nuestra jurisprudencia. 

 
En este supuesto, la recurrente señala que presentó oferta a los 9 lotes 

del contrato; y que “el 12 de enero de 2026 la PLACSP remitió a su representada 
una comunicación titulada simultáneamente: `admitido provisionalmente/ 
comunicación de admisión o exclusión provisional´”. 

 
Sostiene que esta comunicación incluía, de forma confusa y 

descontextualizada, una referencia a la posible necesidad de modificar el 
encabezamiento del aval presentado. Asimismo, argumenta que la expresada 
comunicación “no identificaba de manera clara ni individualizada un 
requerimiento de subsanación ni fijaba plazo alguno para subsanar ni advertía 
de las consecuencias de no hacerlo ni cumplía los requisitos del artículo 68 
LCSP”. Por ello, concluye que “no ha recibido requerimiento formal alguno de 
subsanación, siendo directamente excluida del procedimiento”. 

 
Afirma que “el motivo de exclusión es puramente formal y plenamente 

subsanable y que se le ha excluido sin trámite de subsanación y sin seguir el 
procedimiento legalmente establecido”, vulnerándose los principios de igualdad, 
proporcionalidad y libre concurrencia. 

 
La recurrente solicita la nulidad de la resolución de exclusión y la 

retroacción de actuaciones “al momento procedimental oportuno, concediendo 
trámite de subsanación”. 
 

Una vez expuestas las alegaciones de la recurrente, para resolver esta 
cuestión ha de partirse del artículo 139.1 de la LCSP, que establece que “Las 
proposiciones de los interesados deberán ajustarse a los pliegos y 
documentación que rigen la licitación, y su presentación supone la aceptación 
incondicionada por el empresario del contenido de la totalidad de sus cláusulas 
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o condiciones, sin salvedad o reserva alguna, así como la autorización a la 
mesa y al órgano de contratación para consultar los datos recogidos en el 
Registro Oficial de Licitadores y Empresas Clasificadas del Sector Público o en 
las listas oficiales de operadores económicos de un Estado miembro de la 
Unión Europea”.  

 
Así pues, los pliegos constituyen la ley del contrato, que vincula tanto 

al órgano de contratación como a los licitadores concurrentes.  
 
La recurrente no ha impugnado los pliegos en el momento procesal 

oportuno ni ha formulado mediante este recurso especial una impugnación 
indirecta de los mismos. 

 
Sentada esta cuestión previa, la cláusula 19 del PCAP regula el contenido 

de los sobres. En concreto, respecto a la documentación administrativa que 
debe integrar el sobre 1, establece lo siguiente: “(…) 7. Constitución de la 
garantía provisional, de conformidad con lo establecido en la cláusula 15.1 de 
este pliego, indicando al Lote al que se licita y en las cuantías establecidas en 
el Anexo 9 de este pliego”. 

 
La cláusula 15.1 del PCAP dispone que “En este contrato se exige la 

garantía provisional, en cada lote, cuyo importe y porcentaje se indica en el 
Cuadro de Características (CCP) y Anexo 9 de este pliego, que podrá prestarse 
en alguna de las formas previstas en el apartado 1 del artículo 108 de la LCSP, 
depositándose de conformidad con lo previsto en el apartado 3 del artículo 
106 de la citada Ley”. 

 
Por tanto, los licitadores debían incluir en el sobre 1 la constitución de 

la garantía provisional para cada lote siguiendo el importe y porcentaje que se 
indica en el CCP y en el Anexo 9 del PCAP. 

 
La recurrente presentó en el sobre 1 nueve certificados de seguro de 

caución (uno para cada lote) en los que se establecía expresamente que “DIEZ 
Y COMPAÑIA S.A., en concepto de tomador del seguro, ante Consejería de 
Movilidad y Transformación Digital, en adelante asegurado, hasta el importe 
(…) en los términos y condiciones establecidos en la LCSP, normativa de 
desarrollo y pliego de cláusulas administrativas particulares por la que se rige 
el contrato (…), en concepto de garantía DEFINITIVA, para responder de las 
obligaciones, penalidades y demás gastos que se puedan derivar conforme a 
las normas y demás condiciones administrativas precitadas frente al asegurado”. 
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La recurrente indicó en todos los certificados de seguro de caución 
presentados para cada lote que el importe asegurado era en concepto de 
garantía definitiva y no provisional, como requería el PCAP. En este punto, 
conviene aclarar que la finalidad y el objeto de ambas garantías es distinto, 
como se desprende del contenido del propio PCAP. Así, la cláusula 15 del PCAP 
distingue claramente la garantía provisional de la garantía definitiva que 
deberá acreditar el licitador que presente la mejor oferta en los términos 
previstos en la cláusula 15.2 del PCAP. La garantía provisional respalda la 
oferta de los licitadores durante la licitación, mientras que la definitiva asegura 
la correcta ejecución y formalización del contrato por el licitador que presente 
la mejor oferta.  

 
En cuanto a la posibilidad de subsanación del error cometido por la 

recurrente, el artículo 140 de la LCSP establece que “1. En relación con la 
presentación de la documentación acreditativa del cumplimiento de los 
requisitos previos, se observarán las reglas establecidas a continuación: (…) 
d) En todos los supuestos en que en el procedimiento se exija la constitución 
de garantía provisional, se aportará el documento acreditativo de haberla 
constituido.” 

 
A su vez, el artículo 141.2 de la LCSP dispone lo siguiente: “En los casos 

en que se establezca la intervención de mesa de contratación, ésta calificará 
la declaración responsable y la documentación a la que se refiere el artículo 
anterior. Cuando ésta aprecie defectos subsanables, dará un plazo de tres días 
al empresario para que los corrija”. 

 
Por otro lado, debe recordarse que los artículos 81 y 82 del Reglamento 

general de la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas, aprobado por 
el Real Decreto 1098/2001, de 12 de octubre (RGLCAP), establece que se debe 
conceder un plazo para la subsanación de los errores que puedan existir en la 
documentación general presentada por los licitadores. Una vez finalizado ese 
plazo, el órgano de contratación debe decidir sobre la admisión o no al proceso 
de licitación del interesado, en función de la documentación de subsanación 
recibida, y proceder a continuación a dar paso a la fase siguiente del 
procedimiento. Por tanto, no está previsto realizar un nuevo plazo de 
subsanación de los nuevos defectos, porque tal circunstancia nos llevaría a 
consentir sin límite las subsanaciones, con los problemas que ello llevaría 
aparejado, vulnerando el principio de igualdad de trato entre los licitadores. 
En este sentido, véase la reiterada doctrina del Tribunal Administrativo Central 
de Recursos Contractuales en casos similares (por todas, resoluciones 39/2011, 
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de 24 de febrero; 471/2016, de 17 de junio; 467/2018, de 11 de mayo, o 
1517/2021, de 4 de noviembre). 
 

Este Tribunal, de forma reiterada, entre otras en la Resolución 32/2018, 
de 4 de mayo, ha señalado, citando resoluciones del Tribunal Administrativo 
Central de Recurso Contractuales, que “nuestro Ordenamiento ha venido 
distinguiendo entre la subsanación de defectos o errores que afectan a la 
denominada documentación administrativa y la de aquellos otros que afectan 
a la formulación de las ofertas. En cuanto a los primeros, la regla ha sido la de 
la absoluta subsanabilidad aun guardando la debida separación entre las fases 
del procedimiento (…), en tanto que, para los segundos, la solución ha sido 
mucho más restrictiva. Es elocuente, en este sentido, que el artículo 81.2 del 
[RGLCAP] sólo se refiera a la subsanación de defectos en la documentación 
administrativa, y si es verdad que dicho precepto no puede ser interpretado 
`sensu contrario´ vedando toda posibilidad de conceder ocasión de salvar los 
[que] se presenten en las ofertas, sí que debe servir como criterio 
interpretativo de exigencia de mayor rigor en la determinación y concreción 
de las mismas (…).  

 
»Por ello, el Tribunal Supremo se ha mostrado cauto a la hora 

de pronunciarse sobre la subsanación de errores u omisiones en la oferta. La 
ha admitido cuando se trataba de errores puramente formales y de fácil 
remedio, como la firma de la proposición económica (…), la representación del 
que suscribió la oferta (…) e incluso cuando se trataba de la acreditación 
documental de un elemento que el Pliego consideraba como criterio de 
adjudicación y que se había invocado expresamente en la proposición, aunque 
no justificado de manera suficiente (…). A estos efectos, el Alto Tribunal ha 
enfatizado que la preclusión de aportaciones documentales tiene por objeto 
evitar sorpresas o “estratagemas poco limpias”, rechazando por ello posturas 
formalistas que conduzcan a la exclusión de licitadores por defectos fácilmente 
subsanables, por entender que ello contravendría el principio de libre 
concurrencia. Sin embargo, el mismo Alto Tribunal ha rehusado extender tales 
consideraciones al cumplimiento de otras formalidades exigidas en los pliegos, 
como la inclusión de un anexo resumen de las características de la oferta (…) 
o la firma de ingeniero en la propuesta técnica, por entender en este caso que 
afecta al contenido material de la misma (…), respecto del cual entiende que 
no cabe subsanación (…). 
 

»Esa doble tendencia se halla presente en la jurisprudencia 
comunitaria. Así, por un lado, ésta se muestra proclive a admitir la subsanación 
de errores en la fase de admisión a la licitación, permitiendo al órgano de 
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contratación reclamar documentos sobre la capacidad o situación personal del 
empresario que no fueron aportados por éstos pese a exigirse en el pliego, y 
siempre que en él se hubiera previsto en tales casos la sanción de exclusión 
(cfr.: Sentencias TJUE, Sala Décima, de 10 de octubre de 2013 -Asunto C-
336/12- y 6 de noviembre de 2014 -Asunto C-42/13-). Sin embargo, se 
muestra mucho más cauta cuando los defectos afectan a las ofertas, pues, en 
ellas sólo considera ajustadas las meras aclaraciones o correcciones de errores 
materiales manifiestos, y además con el límite de que no suponga una nueva 
oferta (cfr.: Sentencia TJUE, Sala Cuarta, 29 de marzo de 2012, Asunto C-
599/10-) así como en los casos en los que la ambigüedad de las ofertas pueda 
explicarse de modo simple y disiparse fácilmente (cfr.: STGUE, Sala Quinta, 10 
de diciembre de 2009, Asunto T195/08)”. 
 
 Sobre el alcance de la subsanación, la Junta Consultiva de Contratación 
Administrativa del Estado, en su Informe 48/02, de 28 de febrero de 2003, 
con cita de otros anteriores, señaló que, “sin ser posible realizar una lista 
exhaustiva de defectos subsanables y no subsanables”, el artículo 81 del 
RGLCAP permite “considerar insubsanables los defectos consistentes en la falta 
de requisitos exigidos y subsanables aquéllos que hacen referencia a la simple 
falta de acreditación de los mismos”. Y en su Informe 18/10, de 24 de 
noviembre, con cita de su Informe 47/09, de 1 de febrero de 2010, refiere que 
“el criterio mantenido por la Junta Consultiva puede concretarse en que se 
reconoce como subsanable, ya sea por errores u omisiones, la aportación de 
documentos exigidos para concurrir siempre que el contenido del mismo, como 
elemento acreditativo, exista en el momento en que se presenta y en el 
momento en que concluye el plazo de presentación de proposiciones, que 
evidentemente es anterior al momento de subsanación. Es decir, puede 
subsanarse lo que existe, pero no se ha aportado; no se puede subsanar lo 
que en el momento citado no existe de manera indudable”. Y añade que “Esta 
interpretación está en línea con la reiterada jurisprudencia del Tribunal Supremo 
en cuanto a que un excesivo rigor al aplicar las normas de procedimiento puede 
conducir a una infracción del principio básico de contratación administrativa 
de la libre concurrencia a través del rechazo de los licitadores por defectos 
formales. Así, la interpretación que da esta Junta Consultiva ofrece un 
compromiso entre los principios de no discriminación e igualdad de trato, antes 
citados, y el principio de libre concurrencia”. 
 
 En el caso analizado, este Tribunal considera que el error en que incurrió 
la recurrente en la determinación de la naturaleza de la garantía es, en 
aplicación de la doctrina expuesta, subsanable. 
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 La recurrente sostiene que su oferta fue excluida directamente sin 
trámite de subsanación y sin seguir el procedimiento legalmente establecido. 
Sin embargo, la prueba que obra en el expediente avala que la mesa de 
contratación concedió a la recurrente trámite de subsanación para reparar la 
equivocación cometida. 
 
 En este sentido, consta en el expediente que el 12 de enero de 2026 se 
comunicó a la recurrente a través de la PLACSP su admisión o exclusión 
provisional. En la comunicación se indicaba que estaba admitido 
“provisionalmente” en todos los lotes a los que había licitado porque debía 
subsanar “el contenido de la ̀ garantía provisional´, ya que se indica ̀ garantía 
definitiva´”. En el apartado “información adicional” se señalaba que “La 
documentación requerida deberá ser remitida a través de la Plataforma de 
Contratación del Sector Público (PLACSP). La no contestación a este 
requerimiento se le entenderá por desistido de este procedimiento (esta 
información se reitera al final de la comunicación)”. Además, expresamente se 
advierte que la fecha final de la respuesta es el “15/01/2026 a las 16:02 horas”, 
en cumplimiento de lo dispuesto en el citado artículo 141.2 de la LCSP. 
 
 El informe al recurso del órgano de contratación constata que se realizó 
el requerimiento y señala que “Este requerimiento, es el modelo que ofrece la 
propia Plataforma de Contratación del Estado. Comienza con un encabezado 
en donde indica Comunicación de Admisión o Exclusión. Así mismo se indica 
que la documentación requerida deberá ser remitida a través de la Plataforma 
de Contratación del Sector Público (PLACSP). La no contestación a este 
requerimiento se le entenderá por desistido de este procedimiento. Además, 
se solicita la subsanación de la garantía provisional, debido a que indica 
garantía definitiva. Para finalizar el requerimiento se establece como fecha 
final de respuesta el 15 de enero 2026 a las 16:02, y se reitera que la no 
contestación a este requerimiento se le entenderá por desistido de este 
procedimiento. Por lo cual se indica la fecha y hora de finalización del 
requerimiento de subsanación, siendo este de 3 días tal y como indica el 
artículo 141 de la LCSP, además del texto íntegro, así como los efectos en caso 
de no contestar a dicho requerimiento”. 
 
 Por ende, resulta acreditado que, al contrario de lo afirmado por la 
recurrente, la mesa de contratación le concedió un trámite de subsanación y 
que el requerimiento realizado identificaba perfectamente el error a subsanar, 
el plazo que tenía el licitador para solventar esta circunstancia y las 
consecuencias de no subsanar en el plazo establecido. 
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 La cláusula 20 del PCAP establece que “Cuando la mesa de contratación, 
conforme a lo dispuesto en el artículo 141.2 aprecie defectos subsanables, se 
notificará al empresario, por los medios de comunicación electrónica de que 
dispone la PLACSP, y lo hará público el mismo día a través del perfil de 
contratante concediéndole un plazo de tres días desde el envío de la notificación 
para que los subsanen ante la mesa de contratación, por los mismos medios”. 
Esto es precisamente lo que ha hecho la mesa de contratación.  
 

A continuación, la cláusula 20 del PCAP expone que “El licitador que no 
subsane correctamente los defectos u omisiones de la documentación 
presentada en el plazo concedido será excluido definitivamente del 
procedimiento de adjudicación. La mesa de contratación, una vez calificada la 
documentación incluida en este sobre, y subsanados, en su caso, los defectos 
u omisiones de la documentación presentada, procederá a determinar las 
empresas que se ajustan a los criterios de selección de la presente 
contratación, con pronunciamiento expreso sobre los admitidos a la licitación, 
los rechazados y las causas de este rechazo”. 
 
 El requerimiento de subsanación fue notificado a la recurrente por la 
PLACSP el 12 de enero de 2026 (leído el 13 de enero de 2026 a las 08:34 
horas). A pesar de ello, no subsanó en el plazo concedido. Esta circunstancia 
motivó que la mesa de contratación, en aplicación de la cláusula 20 del PCAP, 
acordara motivadamente su exclusión de los 9 lotes del contrato en la resolución 
objeto de impugnación. Además, la recurrente alega la vulneración del artículo 
68 de la LCSP (relativo a las empresas no comunitarias) que nada tiene que 
ver con el asunto que nos ocupa.  
 
 Por otro lado, la recurrente adjunta a su recurso un documento 
denominado “nota 1 garantías presentadas y subsanadas” que contiene las 
garantías presentadas en el sobre 1 y las “garantías corregidas”. Los certificados 
de seguro de caución subsanados establecen, como requería la mesa de 
contratación, que el concepto de la garantía es provisional (no definitiva). 
Estos certificados están firmados el 9 de febrero de 2026, es decir, casi un 
mes después de la finalización del plazo concedido para subsanar (15 de enero 
2026 a las 16:02 horas). Es doctrina de este Tribunal que la posibilidad de 
subsanación no puede convertirse en una cascada de subsanaciones. Es cierto 
que la jurisprudencia mantiene una postura contraria a un excesivo formalismo 
que conduzca a la inadmisión de proposiciones por simples defectos formales, 
en detrimento del principio de concurrencia. Sin embargo, no resulta exigible 
una “subsanación de la subsanación” que vulneraría el principio de igualdad 
de trato entre los licitadores.  
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 En conclusión, la prueba que obra en el expediente acredita que la 
recurrente cometió un error en la documentación aportada en el sobre 1 
excusable y, por ello, subsanable. Esta circunstancia motivó que la mesa de 
contratación, acertadamente, concediera a la recurrente un trámite de 
subsanación durante el plazo fijado en el artículo 141.2 de la LCSP. Este 
requerimiento, como ya se ha dicho, cumplió los requisitos legalmente 
establecidos. Sin embargo, la recurrente, ante el requerimiento, no actuó con 
la diligencia debida subsanando el error cometido en el plazo concedido. 
Incumplimiento este que suponía, de conformidad con los pliegos, su exclusión 
del procedimiento.  
 

A tenor de lo dicho, este Tribunal comparte el criterio seguido por el 
informe al recurso del órgano de contratación y considera que la actuación de 
la mesa de contratación resultó ajustada al contenido de los pliegos. Por ello, 
se confirma la resolución de exclusión y se desestima el recurso.  
 

En su virtud, y al amparo de lo establecido en los artículos 57 de la LCSP 
y 61 de la Ley 1/2012, de 28 de febrero, el Tribunal Administrativo de Recursos 
Contractuales de Castilla y León 

 
 

III 
RESUELVE 

 
Primero.- Desestimar el recurso especial en materia de contratación 

n.º 37/2026, interpuesto por Díaz y Compañía, S.A. frente a la resolución de 
la mesa de contratación, de 29 de enero de 2026, por la que se acuerda su 
exclusión de los lotes 1 a 9 en el procedimiento de contratación de las obras 
de colocación y reposición de señalización vertical en varias carreteras de 
titularidad autonómica, en las provincias de Ávila, Burgos, León, Palencia, 
Salamanca, Segovia, Soria, Valladolid y Zamora, expediente A2026/000033.  

 
Segundo.- Levantar la suspensión del procedimiento de contratación, 

de conformidad con lo establecido en el artículo 57.3 de la LCSP. 
 
Tercero.- Notificar esta resolución a todos los interesados en el 

procedimiento.  
 

De conformidad con los artículos 59 de la LCSP y 44.1 de la Ley 
29/1998, de 13 de julio, de la Jurisdicción Contencioso-administrativa (LJCA), 
contra esta resolución, ejecutiva en sus propios términos, solo cabe la 
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interposición de recurso contencioso-administrativo en el plazo de dos meses, 
a contar desde el día siguiente a su notificación, ante la Sala de lo Contencioso-
administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Castilla y León (artículo 
10.1.k de la LJCA). 
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